
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 14 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA, 259 BIS DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y 51 DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA 

GABRIELA MEDINA ORTIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a la consideración de esta asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un cuarto párrafo al artículo 14 de la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General de la República, un cuarto párrafo al artículo 259 Bis del Código Penal 

Federal y un tercer párrafo al artículo 51 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en materia de 

judicialización de denuncias en el ciberespacio sobre acoso sexual y otros delitos , con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Entre los retos que debe afrontar la justicia en nuestro país están las dinámicas relacionadas con abusos, 

hostigamiento y acoso sexuales que ponen en riesgo la integridad física y emocional de muchas personas, 

vulneran su derecho a un desarrollo libre de la personalidad y propician escenarios de doble victimización ante 

la falta de respuesta institucional. 

Dentro de este gran reto para las instituciones ministeriales y de justicia en nuestro país, se encuentra un área de 

mejora para combatir la impunidad, a partir del vacío generado por la falta de mecanismos institucionales y 

marcos jurídicos que propicien el aprovechamiento de las nuevas tecnologías de la información, en la 

construcción de un México más justo. 

Un ejemplo de estas circunstancias de injusticia se puede apreciar en el fenómeno denominado “Yo También” 

(MeToo, en inglés), el cual consiste en una ola de denuncias y señalamientos en redes sociales mediante los 

cuales se ha reportado una gran cantidad de abusos y situaciones de acoso sexual. Ello, sin que hasta el 

momento exista una respuesta institucional en México que sea capaz de asimilar en las funciones 

ministeriales
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 de la federación, las manifestaciones públicas de víctimas de acoso sexual.
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En este sentido, el movimiento MeToo que se ha dispersado en todo el mundo, presenta en nuestro país de 151 a 

350 testimonios sólo en la red social Twitter. Asimismo, derivado de la observación de este fenómeno en las 

redes sociales se afirma que alrededor del 73 por ciento de las mujeres que laboran en algún medio de 

comunicación periodístico han sido víctimas de acoso o agresión sexual en el trabajo.
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El movimiento “#Yo también” surgió en el año 2006, a partir del esfuerzo de una activista norteamericana 

llamada Tarana Burke
4
 que buscaba visibilizar circunstancias de violencia sexual en jóvenes de comunidades 

marginadas. Su réplica en otros países se ha constituido en una gran fuente de indicios sobre hostigamiento y 

acoso sexual, mismos que cada sociedad ha gestionado a través de cambios en los ordenamientos legales que 

permitan un abordaje ministerial del material que generan las redes sociales. Sin embargo en nuestro país aún 

no hemos podido generar los cambios necesarios para que se puedan articular las nuevas tecnologías en nuestra 

vida institucional del ámbito ministerial y en la búsqueda de justicia. 

En este sentido, las víctimas del hostigamiento sexual, que es entendido como “el ejercicio del poder, en una 

relación de subordinación real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar”
5
 y del acoso 

sexual que es entendido como “cualquier comportamiento –físico o verbal- de naturaleza sexual que tenga como 

propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona; en particular, cuando se crea un 



 
  

entorno laboral intimidatorio, degradante u ofensivo”
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 han encontrado una vía para exhibir a presuntos 

perpetradores en el ciberespacio. 

Ambos comportamientos tienden a erosionar la vida institucional del país en distintos ámbitos, cultural, 

educacional, deportivo, gubernamental, etc. Además propician entornos que facilitan el abuso también para 

menores o re victimizan a grupos vulnerables, entre los que destacan las mujeres,
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 lo que añade un elemento de 

violencia contra las mujeres en esta manifestación del fenómeno delincuencial. Sin embargo, no se ha podido 

encontrar la manera de conciliar la judicialización de las denuncias que reivindique a las víctimas y ha habido 

varios casos de calumnia que afectan el mecanismos ciudadano de las víctimas y al tiempo que victimizan a otro 

tipo de actores. 

Parte de la problemática para integrar los mecanismos de denuncia en el ciberespacio a la labor de instituciones 

tradicionales está en la corroboración de datos que en ocasiones puede prestarse a la violación de derechos de 

los usuarios del ciberespacio. Por ello, las respuestas institucionales a este y otro tipo de manifestaciones 

delincuenciales han intentado ser orientadas desde el ámbito internacional con esfuerzos como el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 19.2, impulsados por el Alto Comisionado de Derechos 

Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. 

En este esquema, se plantea que, cuando se implementen medidas restrictivas, “deben ajustarse al principio de 

proporcionalidad; deben ser adecuadas para desempeñar su función protectora; deben ser el instrumento menos 

perturbador de los que permitan conseguir el resultado deseado, y deben guardar proporción con el interés que 

debe protegerse”. Asimismo, el Alto Comisionado de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 

Unidas ha señalado que: “La primera de las razones legítimas para introducir una restricción...se refiere al 

respeto a los derechos o a la reputación de los demás”. 

En este sentido, siguiendo lo estipulado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la presente 

propuesta plantea una alternativa para que cumpliendo con el lineamiento internacional - que a la letra dice: “La 

libertad de opinión y la libertad de expresión son condiciones indispensables para el pleno desarrollo de la 

persona. Son fundamentales para toda sociedad [1] y constituyen la piedra angular de todas las sociedades libres 

y democráticas. Ambas libertades están estrechamente relacionadas entre sí, dado que la libertad de expresión 

constituye el medio para intercambiar y formular opiniones”-, podamos generar mecanismos que hagan 

compatible esa libertad de la que se debe gozar en el ciberespacio con la observación 28 del mismo documento 

que señala que: “La primera de las razones legítimas para introducir una restricción que se enumeran en el 

párrafo 3 se refiere al respeto de los derechos o la reputación de los demás”.
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Ello, generando incentivos para que las víctimas que se expresan en el ciberespacio señalando posibles hechos 

de violación sexual o acoso denuncien. Estos incentivos radican en propiciar que las vías institucionales para 

investigar los posibles delitos integren los señalamientos del ciberespacio. Es decir, que el ministerio público 

esté obligado a revisar en el ciberespacio la existencia de evidencia adicional que le permita fortalecer las 

investigaciones que realiza con motivo de alguna denuncia por los medios formales. 

La integración de los señalamientos en el ciberespacio en temas relacionados con violencia sexual contra las 

mujeres y menores de edad será exclusivamente cuando en los señalamientos se especifique textualmente el 

hecho, el probable acusado y la persona que acusa. Sólo a partir de ello, serán integrados los señalamientos. 

Aunado a lo anterior, es importante señalar que conforme a lo que establece el artículo 131 del Código Nacional 

de Procedimientos Penales estable las obligaciones del Ministerio Público en lo sucesivo: 

“Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público: 



 
  

II. Recibir las denuncias o querellas que le presenten en forma oral, por escrito, o a través de medios 

digitales, incluso mediante denuncias anónimas en términos de las disposiciones legales aplicables, sobre 

hechos que puedan constituir algún delito;” 

En este sentido, es importante señalar que de acuerdo al inicio de una investigación tanto la policía y el 

ministerio público están facultados de hechos de los que tengan noticia o información que pueda constituirse o 

derivarse como delito y en su caso deslindar responsabilidad como autoridad investigadora. En este caso a lo 

que refiere las denuncias anónimas por cualquier medio debe de verificar la veracidad de los datos aportados, 

establecido en el artículo 221 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Además, resulta necesario adecuar la legislación conforme a la digitalización y adecuarlo con las nuevas formas 

que permita realizar denuncias, estableciendo una nueva etapa de coordinación y con protocolos de 

investigación, con el objeto de fomentar la denuncia en cualquiera de sus modalidades, con ello, disminuir los 

niveles de inseguridad que viven millones de mujeres. 

Por otra parte, también se debe contemplar el tema de la proporcionalidad se genera al momento de que quien 

sea absuelto como producto de las investigaciones pueda tener elementos para articular jurídicamente una 

respuesta a la difamación de la que haya sido objeto en el ciberespacio. 

En consecuencia, la presente iniciativa pretende generar condiciones para que la información que se genera en 

el ciberespacio, consultable libremente y que contenga explícita, textual y claramente un señalamiento de abuso 

sexual, acoso u hostigamiento sexual, incluyendo nombres de la presunta víctima y perpetrador, deba ser 

integrada en las dinámicas del ministerio público federal robusteciendo las investigaciones en curso sobre 

denuncias formalmente presentadas. Ello, al establecer dentro de las responsabilidades de la Fiscalía 

Especializada en Materia de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la República, la obligación de indagar 

de oficio los señalamientos directos, específicos y textuales que se hagan en el ciberespacio en temas 

relacionados con acoso sexual a menores de edad, pornografía infantil, el acoso y hostigamiento sexual. 

Asimismo, se propone establecer la obligación del ministerio público federal para verificar de oficio los 

vínculos posibles entre personas que tengan denuncias ministeriales sobre acoso u hostigamiento y los 

señalamientos textuales, específicos y explícitos que se realicen en el ciberespacio. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo someter a consideración de esta soberanía, la siguiente 

iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona un cuarto párrafo al artículo 14 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 

República, un cuarto párrafo al artículo 259 Bis del Código Penal Federal y un tercer párrafo al artículo 

51 del Código Nacional de Procedimientos Penales 

Artículo Primero. Se adiciona un cuarto párrafo, recorriéndose las demás en su orden subsecuente al artículo 

14 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República para quedar como sigue: 

Artículo 14. De la Estructura de la Fiscalía General de la República 

La Fiscalía General de la República tendrá la siguiente estructura: 

I. a XIII. ... 

... 



 
  

Esta fiscalía verificará de oficio vínculos directos entre personas denunciadas por la comisión de 

posibles conductas establecidas en el artículo 199 Septies, 202 y 259 Bis del Código Penal Federal con 

señalamientos directos, específicos, explícitos, textuales que contengan los nombres de la presunta 

víctima y el presunto delincuente y que sean manifestados en el ciberespacio a través de medios de 

telecomunicaciones, informáticos o cualquier otro medio de transmisión de datos, siempre que la 

información de los mismos sea de libre acceso. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo Segundo. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 259 Bis del Código Penal Federal, para quedar 

como sigue: 

Artículo 259 Bis. ... 

... 

... 

El Ministerio Público federal de oficio verificará la existencia de vínculos entre las denuncias contra los 

posibles perpetradores de actos relacionadas con conductas mencionadas en el presente artículo y 

señalamientos específicos, explícitos y textuales que los vinculen a comportamientos similares a lo que 

dispone este artículo y que se encuentren registrados en el ciberespacio a través de medios de 

telecomunicaciones, informáticos o cualquier otro medio de transmisión de datos siempre que los 

señalamientos contengan los nombres de la presunta víctima y el presunto delincuente y sean de libre 

acceso. 

Artículo Tercero. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 51 del Código Nacional de Procedimientos Penales 

para quedar como sigue: 

Artículo 51. Utilización de medios electrónicos 

... 

... 

El Ministerio Público federal verificará de oficio los señalamientos específicos, explícitos y textuales, 

vinculados a posibles conductas establecidas en el artículo 199 Septies, 202 y 259 Bis del Código Penal 

Federal que sean manifestados en el ciberespacio a través de medios de telecomunicaciones, informáticos 

o cualquier otro medio de transmisión de datos, siempre que los señalamientos contengan los nombres de 

la presunta víctima y el presunto delincuente y sean de libre acceso. 



 
  

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecutivo federal tendrá hasta 180 días para 

establecer los protocolos de denuncias y de investigación, así como las adecuaciones a que haya lugar en 

reglamentos, normas y acuerdos que correspondan. 

Notas 
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personas que podemos estimar vivieron hostigamiento, manoseos, exhibicionismo e intentos de violación en el 

trabajo –solo en el trabajo–, el 83.55 por ciento fueron mujeres y el 16.45 por ciento fueron hombres”. También 

se debe considerar que “En el caso concreto del hostigamiento, manoseos, exhibicionismo e intentos de 

violación en el trabajo: el 63.4 por ciento de quienes agredieron a los hombres, eran hombres y el 36.6 por 

ciento eran mujeres. El 99.2 por ciento de quienes agredieron a las mujeres fueron hombres y el 0.8 por ciento 

otras mujeres”. Estefanía Vela, #MeToo en México, Nexos, 26 de febrero de 2018, disponible en 

https://www.nexos.com.mx/?p=36297  

8 Véase Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Comité de Derechos Humanos, Observación 

General No. 34, Artículo 19: Libertad de opinión y libertad de expresión, disponible en 

https://laicismo.org/pacto-internacional-de-derechos-civiles-y-politico s-observacion-general-34-sobre-libertad-

de-opinion-y-expresion/  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de abril de 2019. 

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica) 
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